Poder Judicial de la Nación

Sala III de la CNAT

Expte. Nº 23.037/05


SENTENCIA INTERLOCUTORIA Nº 62.551            CAUSA Nº 23.037/05    “CASTILLO, MATIAS C/ CTL S.A. Y OTRO S/ ACCIDENTE-ACCION CIVIL    JUZGADO Nº 67

Buenos Aires, 20/9/12
La Doctora Cañal dijo:




Llegan los autos a esta Alzada, con motivo del recurso de apelación deducido por el actor a fs. 883/887.




El accionante se queja, de la resolución de fs. 878, que desestima la solicitud de formación de incidente de extensión de responsabilidad y traba de embargo preventivo.




El recurrente solicita la formación de un incidente de extensión de responsabilidad contra Casanuova SA, Pescaglia SA, Restaurant Partners SA, Marcos Nielsen y Fabio Andres Pagella. Refiere que CTL SA, es dueña de la cadena de restaurantes “Il Gatto Trattorias”, con quien mantuvo relación laboral. 




Cabe aclarar en primer lugar, que el actor promovió demanda contra CTL SA y Provincia ART SA. En la anterior instancia, obtuvo sentencia favorable contra CTL SA, pero se rechazó la acción contra Provincia ART SA (fs. 383/385). 




Esta Sala, en su anterior composición, el 26.9.08 elevó el monto a la suma de $ 214.315,39 y declaró la responsabilidad solidaria de  Provincia ART SA, en los límites del seguro (fs. 431/442).




Luego, en etapa de ejecución y según surge de lo actuado a partir de fs. 540, resultaron infructuosas las medidas que intentó trabar el actor, a fin de poder cobrar el crédito a su favor. Sólo pudo cobrar la suma que estaba a cargo de la aseguradora.




A fs.  753/755 se presenta la empresa Casanuova SA, y manifiesta que pretendieron ejecutarla en el local de Av. Corrientes 959 (lugar de trabajo del actor, según fs. 9).  A fs. 784/7889, la mencionada empresa informa que celebró un contrato de franquicia con Restaurant Partners SA, titular de la denominación comercial y marca “Il Gatto Tratorias”, quien le otorgó franquicia desde el 23.9.10 al 23.9.20, relativa a la posesión y desarrollo de los locales de la marca Il Gatto, ubicados en Alicia Moreau de Justo 1190, Dique 8: Av. Corrientes 959; Berutti 3391 y Av. Corrientes 1269. Aclara que el franquiciado anterior era Pescaglia SA.




A la luz de las constancias de las actuaciones, cabe dilucidar si CTL SA incurrió en una práctica fraudulenta con el fin de incumplir con las obligaciones a su cargo, en torno al contrato de trabajo que mantuvo con el actor y cuál fue el rol de Casanuova SA, Pescaglia SA, Restaurant Partners SA, Marcos Nielsen y Fabio Andres Pagella, prima facie, sujetos de derecho, en principio,  independientes de la demandada, por la cual deberían responder.




Previo a todo, debo señalar, que existe una confusión habitual en la doctrina, en relación con el tema de extensiones de condena a sujetos, en principio, no demandados ni condenados. 




En esto, un gráfico puede ser de mucha ayuda para resolver el planteo de prescripción, desde sus dos ópticas: qué plazo debe computarse y desde cuándo debe correr el mismo.     
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Este gráfico, que ya he utilizado en la sentencia definitiva nº 92.911 del 22/12/11, en autos “Dedieus, Esther Noemí c/ Charcas 5002 SA s/ seg. de vida obligatorio- incidente de extensión de responsabilidad” (del registro de esta sala), lo que nos muestra, son dos líneas de tiempo, con sus respectivas realidades. En el nivel inferior, se ubica el primer tiempo (T1) y la primera realidad (R1), en el superior el segundo tiempo, que es el que tiene lugar en el proceso (T2), en una nueva realidad, que es precisamente la del proceso judicial (R2).

Para esclarecer la cuestión, memoro las siguientes citas: 

“En el T1/R1, tienen lugar los hechos que dan motivo al proceso judicial, el que se inicia en el T2/R2, a través de la traba de la litis (TrL), y que se continua mediante la etapa de conocimiento (EC), hasta el dictado de la sentencia (SD).”

 “Ese primer tramo de ese T2/R2, tiene por objeto investigar los sucesos del 1/R1. Es decir, que procura “conocer” cómo fueron los hechos en la realidad que precede al juicio y que lo motivan, a fin de que el juez pueda, al culminar la etapa probatoria, realizar la atribución causal y solo entonces, hacer efectiva la imputación jurídica.”

“Ese es el sentido de la primera flecha: conectar una realidad con la otra. La ficción de que la realidad de los hechos, se reproduce inductivamente, a través de la prueba producida en la causa (de ahí las x1, x2, etc, queriendo graficar las distintas medidas probatorias).”

“Una vez dictada la sentencia, la realidad es la del proceso, y algún dato adquirido –según el caso- de la realidad previa al dictado de la sentencia, ajeno al mismo (T1/R1), o contemporáneo (T2). Quiero decir: algo que sucedió en el primer nivel, pero que no se conocía, o que sucede mientras tiene lugar el proceso. En todos los casos, obviamente, se trataría de hechos que tendrían que ver con algún intento de vaciamiento, o de alteración de los sujetos demandados y condenados.”

“Se inicia entonces, una vez dictada la sentencia definitiva (SD), el proceso de ejecución (EE), que es justamente en el que nos encontramos en esta causa, en donde la discusión está centrada en consecuencias derivadas del dictado de la sentencia. De ahí el sentido de la flecha, que se vuelve sobre el mismo nivel del que parte.”

“Esto evidencia porqué, no se podría estar hablando de cosa juzgada, y en consecuencia de prescripción bienal. Porque si, como ya se dijera, lo que se resolvió es en relación al T1/R!, y lo que ahora se cuestiona es algo del T1/R2, mal podría haberla cuando se está hablando de cosas distintas. El único punto en común, de la requerida triple identidad, sería el del sujeto: que es precisamente el objeto de la extensión. La investigación del mismo.”

“Su causa, en cambio, es el dictado de la sentencia, que no se puede ejecutar. De modo que la razón de ser de la extensión no finca ni en el despido, ni en el pago en negro, o lo que fuese que se discutió en la traba de la litis, sino si los demandados y condenados permiten la efectivización del decisorio o no.”

“Por lo que advierto,  que la demandada incurre en una confusión habitual en la doctrina, en relación con el tema de extensiones de condena a sujetos, en principio, no demandados ni condenados.”

“Y digo, “en principio”, porque lo que se discute en el incidente de extensión, es precisamente si, por el contrario, se trata de las mismas personas demandadas que, a través de la constitución de nuevas entidades buscan no satisfacer las condenas, creando nuevas (en el caso de las personas de existencia ideal) o pasando directamente sus bienes a otras (de existencia ideal o física) -hipótesis invocada en el sub lite- como en las causas “Ibelli, Emilio c/ Dam SRL” del registro de esta Sala, SD 47.537, del 4/11/97 y “Doican, Héctor Eduardo c/ Salvia, Antonio Rafael y otros s/ despido”, JNT Nro. 74, SI 13, del 19/11/97, ambas fueran comentadas muy favorablemente por Lino Palacio en LL el 21/5/02.”

                                “De modo que la causa del incidente, es completamente diferente a la de la principal u originaria (como en la especie), en la que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En este incidente, lo que se debate es esa transformación y/o vaciamiento, que impediría el cumplimiento de la sentencia originaria.” (criterio que he sostenido siendo Juez de la primer instancia, en expte. nº 13.993/2001 del 29/6/2004, “Alvarez, Fernando Esteban c/ Emprendimientos 2001 SRL y otros s/ despido”; Expediente Nº 3.617/01, resolución del 13/3/08, “Silva, Carolina Renée c/ Forum Argentino de Producción Agropecuaria SRL y otro s/ despido”, y como Juez de Cámara, en autos “Coolican, Juan Pablo c/ Las Bouffe SA y otro s/ despido”; S.I. 62.257 del 28/2/12).




“Lo que pretende el accionante no es extender la condena de un tercero, sino que la parte aduce que la empresa…sería en apariencia una continuadora de la empresa condenada, sin que se haya cumplimentado una transferencia del establecimiento.”




Ello resulta así también en el presente caso en estudio, en el que se discutieron las condiciones del contrato de trabajo. En esta etapa, lo que se debate es la pretensión de la condena solidaria de Casanuova SA, Pescaglia SA,  Restaurant Partners SA, Marcos Nielsen y Fabio Andrés Pagella, ante el incumplimiento de la sentencia originaria de CTL SA.




Es decir, “lo que se busca acreditar en esta etapa, es en quiénes se han transformado los sujetos condenados a través de la insolvencia, y no establecer el derecho del trabajador al cobro de su crédito, ya definido. Es que el sujeto activo y su crédito están asegurados, lo que se ha volatilizado es el sujeto pasivo y se busca recuperarlo” (Ponencia “Extensión de Responsabilidad Solidaria, Teoría del Disregard”, autoría de la suscripta, en el marco del Congreso Regional De Derecho Laboral: NOA 2004, Tucumán, publicado en la Revista de Derecho del Trabajo, LL/2004).




El incidente de extensión es una “consecuencia” propia de la etapa de ejecución, que tiene por “causa” la sentencia definitiva y su objeto, precisamente, intenta demostrar que el “sujeto” condenado se ha travestido en otro, insolventándose o que como en la especie, medió una cesión indiferente para el trabajador (Sala III, autos “Coolican, Juan Pablo c/ La Bouffe SA y otro s/ despido”, S.D: 62.257 del 28/2/12). 




En el mismo sentido se han pronunciado otras salas, como es el caso de la Sala VII, con votos de los Dres. Estela Ferreiros y Rodríguez Brunengo, al manifestar que “un abuso de esquema societario para alcanzar fines contrarios a la ley, resulta irrelevante que la solicitud de extensión de responsabilidad se formule en la etapa de ejecución, toda vez que el actor no podría haberlo hecho de otro modo, ya que el vaciamiento fue justamente, consecuencia del conocimiento de su reclamo. En ese sentido, es indudable que el profundo y substanciado planteo del actor adquiere en el caso, las características de “tramitación incidental” (Sala VII, S.I. Nº 30.431 del 11/4/09, “Palavecino, Pedro Bernardino y otro c/ Casa Perotti SRL s/ despido”).




La misma Sala también manifestó, que “renunciar a la averiguación de la verdad en esta instancia y sugerir al peticionante la promoción de un  nuevo proceso para intentarlo, sería frustratorio de los derechos en juego. El dolo y la malicia no pueden ser fuente de derechos”.




Procederé en consecuencia, a analizar las constancias de la causa, para verificar si procede o no la formación de incidente de extensión de responsabilidad, respecto de  las mencionadas precedentemente.




De los propios dichos de Casanuova SA, surge que Restaurant Partners SA, titular de la denominación comercial y marca “Il Gatto Trattorias”, le otorgó la franquicia de los locales que detalla a fs. 753/755. Aunque aclara que luego de CTL SA, continuó con la explotación Pescaglia SA




Es evidente el relato de lo sucedido en autos desde el dictado de la sentencia de Cámara, producida el 26 de septiembre de 2008, y  el inicio de la ejecución con la liquidación el 23 de octubre de 2010. Al tiempo en que se dicta este pronunciamiento, han transcurrido prácticamente cuatro años desde el momento en que recayera sentencia definitiva. 

                               Si tenemos en cuenta que las actuaciones fueron iniciadas en octubre de 2005 (siete años atrás),  esto pone en evidencia la falta de voluntad por parte de la codemandada CTL SA  de cumplimentar la orden judicial.




Así, nos encontramos en el nivel T2 R2, con una sentencia definitiva que condenó a la empleadora, pero que resultó, hasta el momento, de imposible ejecución.




En la especie, entiendo, que podría haber una efectiva transferencia del establecimiento, puesto que de los propios dichos de Casanuova SA, surge que recibió el fondo de comercio de la sociedad Restaurant Partners SA, y que anteriormente estuvo Pescaglia SA en los términos de la ley 11867. A lo que además, corresponde advertir, que nunca se ha perfeccionado la debida publicidad de la transferencia, conforme arts. 2 y 4 del mismo cuerpo normativo (al menos, no fue invocado).




Pero hay más razones para llevar adelante esta investigación. Una es preguntarse porqué de modo incidental, que implique la verificación de sí el sujeto condenado se ha trasvestido o no en otro, a fin de no cumplir con la manda judicial ¿tendría un tratamiento diverso al de otro incidente?. Recordemos que en “Ibelli” (ver cita precedente), el “tercero”, discutía por vía incidental, no autónoma, sí era o no un poseedor de buena fe (tercería de dominio). Con lo cual podría discutir un “ajeno” y no aquél al que se le habilitó su crédito.




Además, según surge de los términos del art. 225 de la LCT, se considera adquirente, a todo aquel que pasare a ser titular del establecimiento, por cualquier título, es decir, comprador, usufructuario o arrendatario. Asimismo, la norma establece que  deben comprenderse por “obligaciones existentes a la época de la transmisión”, a las devengadas anterior o contemporáneamente a la transferencia. 




A su vez, el art. 1º de la ley 11.867, dispone que serán “elementos constitutivos de un establecimiento comercial o fondo de comercio, a los efectos de su transmisión por cualquier título: las instalaciones, existencias en mercaderías, nombre y enseña comercial, la clientela, el derecho al local, las patentes de invención, las marcas de fábrica, los dibujos y modelos industriales, las distinciones honoríficas y todos los demás derechos derivados de la propiedad comercial e industrial o artística”.




En la especie, Casanuova SA no sólo fue arrendataria del inmueble donde anteriormente explotaba su giro comercial la firma CTL SA, sino que también aprovechó (conforme el contrato de franquicia) el nombre de fantasía “Il Gatto Trattorias”.




En la hipótesis de que la empleadora, hoy condenada, decidió ceder el establecimiento con la explotación del fondo de comercio a la sociedad   Pescaglia SA, y esta última, a Casanuova SA, la demandada debió demostrar en autos el cumplimiento de lo normado por la ley 11867. En donde, uno de sus requisitos es dar publicidad a dicho acto, pues justamente, lo que se pretende es evitar transferencias en desmedro de los derechos de terceros, impidiendo el fraude de los acreedores –el actor en el caso-.




Pues, el artículo 2 de la ley mencionada, dispone que “toda transmisión por venta o cualquier otro título oneroso o gratuito de un establecimiento comercial o industrial, bien se trate de enajenación directa y privada o en público remate, sólo podrá efectuarse válidamente con relación a terceros, previo anuncio durante cinco días en el Boletín Oficial de la Capital Federal o provincia respectiva, y en uno o más periódicos del lugar en que funcione el establecimiento, debiendo indicarse la clase y ubicación del negocio, nombre y domicilio del vendedor y del comprador, y en caso que interviniesen, el del rematador y el del escribano con cuya actuación se realizará el acto”.




A su vez, el artículo 11 del mismo texto legal, expresa: “Las comisiones o transgresiones a lo establecido en esta ley, harán responsables solidariamente al comprador, vendedor, martillero o escribano que las hubiera cometido, por el importe de los créditos que resulten impagos, como consecuencia de aquéllas y hasta el monto del precio de lo vendido”.




Dichos extremos no fueron acreditados en el caso en estudio.




Por ello, y en atención a
 lo dispuesto por el art. 225 de la LCT, y la doctrina plenaria que sentara esta Cámara al decidir los autos "Baglieri, Osvaldo D. c/ Nemec, Francisco y Cía. SRL y otro”, que dice: "El adquirente de un establecimiento en las condiciones previstas en el art. 228 LCT es responsable por las obligaciones del transmitente derivadas de las relaciones laborales extinguidas con anterioridad a la transmisión" (Nº 289 del 8.8.97), propongo revocar lo decidido en la anterior instancia y hacer lugar al incidente de extensión de responsabilidad a fin de dilucidar si realmente existió una transferencia del establecimiento. 




Cabe señalar, que si bien es mi criterio reiterado que el art. 303 del CPCCN resulta inconstitucional, toda vez que viola la independencia judicial, solo atada a la aplicación del derecho dictado por sus autoridades naturales con respecto a la Constitución Nacional, ello no impide que adhiera a su doctrina; por lo tanto, comparto lo dicho en “Baglieri”.




En consecuencia, en primera instancia se deberá correr traslado a los demandados a fin que contesten la acción de extensión de responsabilidad.




Propicio diferir el pronunciamiento sobre costas y honorarios, para la oportuna etapa procesal.

El Doctor Pesino dijo:




La cuestión resulta sustancialmente idéntica a la resuelta como Juez de Primera Instancia en los autos “Frolich, Cristian Jorge c/ Leb InternationaL Resort SA s/ despido”, donde se pretendiera la extensión de la condena original a Leb Computers SA, empresa que originalmente no estuviera demandada.



En el mencionado  caso sostuve que, las particularidades de la cuestión, donde se persigue una extensión de condena a personas físicas integrantes de la sociedad condenada, admiten que la misma sea resuelta por vía incidental en este mismo expediente, sin que con ello se sacrifique el derecho de defensa en juicio.



Ello así porque si cada vez que se pretendiese extender una condena, el acreedor tuviera que iniciar una acción autónoma, se vería obligado a litigar sine die, afectándose su derecho de propiedad sin razón valedera alguna, máxime cuando se invocan maniobras fraudulentas.




En consecuencia, por análogos fundamentos, adhiero al voto de la Dra. Cañal.




Por todo ello, el Tribunal RESUELVE: I.- Revocar la resolución de fs. 878 y ordenar que se corra traslado del incidente de extensión de responsabilidad a las demandadas mencionadas en los considerandos. II.- Diferir el pronunciamiento sobre costas y honorarios, para la oportuna etapa procesal.




Regístrese, notifíquese y oportunamente, devuélvase.

                           Victor A. Pesino              Diana Regina Cañal

                           Juez de Cámara                 Juez de Cámara

Ante mí:                                  Stella Maris Nieva
      2                                    Prosecretaria Letrada
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